El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 1ª instancia – 11 de diciembre de 2017

Proceso:


Acción de Tutela – Contra providencia –Sustracción de materia - Improcedente
Radicación Nro. :

66001-22-13-000-2017-01290-00
Accionante: 

Javier Elías Arias Idárraga
Accionado:

Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados  la Alcaldía de esa localidad, las Defensorías del Pueblo de Antioquia y Risaralda, los Personeros Municipales de Medellín y de Santa Rosa de Cabal, el Procurador Regional de Risaralda, Bancolombia y los señores Cristian Vásquez y Paulo César Lizcano Durán.
Magistrada Ponente:
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 


CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / PETICIÓN DE COADYUVANCIA / SE ORDENÓ SUBSANAR LA SITUACIÓN / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO / SUSTRACCIÓN DE MATERIA / IMPROCEDENTE - Dentro de la acción popular promovida por Cristian Vásquez Arias contra la sucursal de Bancolombia ubicada en la calle 52 No. 49-60 de Medellín , el señor Javier Elías Arias Idárraga solicitó, entre otras cosas, fuera tenido como coadyuvante . 

Esta Sala, a la que correspondió el conocimiento del recurso de apelación formulado frente a la sentencia de primera instancia , decidió, mediante auto del 7 de diciembre último, devolver las diligencias al juzgado de conocimiento, para que resolviera aquella petición relativa a la coadyuvancia de la acción popular .

De conformidad con lo informado por el Secretario de este Tribunal, dentro del expediente no se encontró petición alguna para que se imprimieran los recursos que supuestamente fueron enviados por correo electrónico .

Surge de esas pruebas, en primer lugar, que a pesar de que le asiste razón al demandante respecto a que el juzgado accionado se abstuvo de resolver sobre su solicitud de coadyuvancia, esta Sala, dentro del proceso respectivo, ya dispuso enmendar esa circunstancia, al ordenar un pronunciamiento sobre esa situación, que constituye la pretensión principal de la tutela, de modo que se está ante el fenómeno de la carencia actual de objeto por sustracción de materia, cuyos efectos han sido precisados por la jurisprudencia de la Corte Constitucional
(…)
En estas condiciones el amparo resulta improcedente ante la imposibilidad del juez de tutela de entrar a analizar una actuación sobre la cual ya hubo un pronunciamiento de la justicia ordinaria, el cual, como se vio, impone el mandato que en últimas pretende obtener el actor con la acción de amparo.

Lo anterior también se aplica para la pretensión dirigida a continuar el trámite de la acción popular, pues con las medidas adoptadas por este Tribunal, se procura subsanar la actuación, precisamente para efectos de resolver en segunda instancia, el asunto.

En relación con la solicitud relativa a imprimir los recursos enviados al correo electrónico institucional del juzgado tutelado, las pruebas documentales acreditan que el accionante no ha elevado solicitud alguna ante el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, para ese fin.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, diciembre once (11) de dos mil diecisiete (2017)


Acta No. 646 del 11 de diciembre de 2017


Expediente No. 66001-22-13-000-2017-01290-00
Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados  la Alcaldía de esa localidad, las Defensorías del Pueblo de Antioquia y Risaralda, los Personeros Municipales de Medellín y de Santa Rosa de Cabal, el Procurador Regional de Risaralda, Bancolombia y los señores Cristian Vásquez y Paulo César Lizcano Durán.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor que en la acción popular radicada bajo el número “2016-646”, el juzgado accionado se niega a reconocerle su calidad de coadyuvante. 
2. Considera lesionados sus derechos a la igualdad y al debido proceso y el principio de la presunción de buena fe. Para su protección, solicita se ordene al juzgado accionado: a) reconocerlo como coadyuvante, “tal como lo pedí”; b) “imprimir todos mis recursos enviados al correo electrónico institucional del juzgado tutelado, tal como lo hizo en la A (sic) popular # 2016-592” y c) continuar con el trámite de la acción popular.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del 27 de noviembre último se admitió la tutela y se ordenó vincular a la Alcaldía de Santa Rosa de Cabal, al Procurador y al Defensor del Pueblo, ambos de la Regional Risaralda. También a la Defensoría del Pueblo de Antioquia, a los Personeros Municipales de Medellín y de Santa Rosa de Cabal, a Bancolombia y a los señores Cristian Vásquez y Paulo César Lizcano Durán, que han intervenido en el proceso en que encuentra el accionante lesionados sus derechos.
2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Procurador Regional de Risaralda dijo que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba. Solicita se le desvincule de la actuación.

2.2 La Juez Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal informó que la acción popular objeto del amparo fue remitida, el 22 de noviembre último, a este Tribunal para que se resolviera el recurso de apelación formulado contra la sentencia que dictó el 30 de octubre anterior.

3. Los demás vinculados guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

2. Corresponde a la Sala determinar, como problema jurídico, si la tutela es procedente para ordenar al juzgado accionado reconocer la calidad de coadyuvante del actor, continuar con el trámite de la acción popular e imprimir los recursos que ha enviado al correo electrónico institucional de ese despacho. 
3. Las pruebas documentales allegadas, acreditan los siguientes hechos:

3.1 Dentro de la acción popular promovida por Cristian Vásquez Arias contra la sucursal de Bancolombia ubicada en la calle 52 No. 49-60 de Medellín
, el señor Javier Elías Arias Idárraga solicitó, entre otras cosas, fuera tenido como coadyuvante
. 

3.2 Esta Sala, a la que correspondió el conocimiento del recurso de apelación formulado frente a la sentencia de primera instancia
, decidió, mediante auto del 7 de diciembre último, devolver las diligencias al juzgado de conocimiento, para que resolviera aquella 
petición relativa a la coadyuvancia de la acción popular
.
3.3 De conformidad con lo informado por el Secretario de este Tribunal, dentro del expediente no se encontró petición alguna para que se imprimieran los recursos que supuestamente fueron enviados por correo electrónico
.
4. Surge de esas pruebas, en primer lugar, que a pesar de que le asiste razón al demandante respecto a que el juzgado accionado se abstuvo de resolver sobre su solicitud de coadyuvancia, esta Sala, dentro del proceso respectivo, ya dispuso enmendar esa circunstancia, al ordenar un pronunciamiento sobre esa situación, que constituye la pretensión principal de la tutela, de modo que se está ante el fenómeno de la carencia actual de objeto por sustracción de materia, cuyos efectos han sido precisados por la jurisprudencia de la Corte Constitucional
 de esta forma:

“En aquellas situaciones en las cuales el daño se consumó, o cuando la presunta vulneración o riesgo se superó con la satisfacción o salvaguarda de las garantías invocadas, se presenta una sustracción de materia o carencia actual de objeto, donde ya no tiene razón ni sentido que el juez expida las órdenes que hubiere emitido si apreciare que la acción prosperaba
”.

En estas condiciones el amparo resulta improcedente ante la imposibilidad del juez de tutela de entrar a analizar una actuación sobre la cual ya hubo un pronunciamiento de la justicia ordinaria, el cual, como se vio, impone el mandato que en últimas pretende obtener el actor con la acción de amparo.
5. Lo anterior también se aplica para la pretensión dirigida a continuar el trámite de la acción popular, pues con las medidas adoptadas por este Tribunal, se procura subsanar la actuación, precisamente para efectos de resolver en segunda instancia, el asunto.
6. En relación con la solicitud relativa a imprimir los recursos enviados al correo electrónico institucional del juzgado tutelado, las pruebas documentales acreditan que el accionante no ha elevado solicitud alguna ante el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, para ese fin.

Ese pasivo comportamiento impide otorgar el amparo solicitado, porque el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.

Así lo ha explicado la jurisprudencia:

“2. Descendiendo al estudio de la controversia planteada por el tutelante, concluye la Corte la improcedencia del resguardo, habida cuenta que el gestor al interponer el resguardo, no atendió el principio de subsidiariedad que enmarca su procedibilidad, toda vez que no ha solicitado, ante el funcionario judicial que tramita la acción popular a la que se contrae la queja constitucional, la expedición de la reproducción que por esta vía deprecó, ni la exoneración del pago del arancel que se le exigió para tales efectos, según se extracta de lo que informó el Tribunal criticado, lo que denota que a su alcance tiene un medio judicial idóneo de defensa.

En ese orden de ideas, se configura la causal de improcedencia establecida en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, esto es, «[c]uando existan otros recursos o medios de defensa judiciales (…)».”
.

En consecuencia, como no resulta posible acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni factible emplearla como medio alternativo de los ordinarios o extraordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, salvo cuando se pretenda evitar un perjuicio irremediable, el amparo reclamado frente al juzgado accionado resulta improcedente y así se declarará.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior 
de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Se declara improcedente la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados la Alcaldía de esa localidad, las Defensorías del Pueblo de Antioquia y Risaralda, los Personeros Municipales de Medellín y de Santa Rosa de Cabal, el Procurador Regional de Risaralda, Bancolombia y los señores Cristian Vásquez y Paulo César Lizcano Durán.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folios 11 a 13


� Folio 20


� Tal como lo informó la titular del juzgado accionado


� Folio 21


� Folio 22


� Sentencia T-292 de 2014


� Cfr. T-659 de agosto 15 de 2002, M. P. Clara Inés Vargas Hernández.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de tutela STC3919-2017 proferida el 22 de marzo de 2017, M.P. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo, radicación No. 11001-02-03-000-2017-00615-00
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